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Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Quedan derogados los capítulos IV y V de la Ley 13/1992, 
de 1 de junio, de recursos propios y supervisión en base 
consolidada de las entidades financieras.

Disposición final primera. Títulos competenciales.

Esta Ley, que tendrá carácter básico, se dicta al 
amparo de los títulos competenciales previstos en el ar-
tículo 149.1.11.ª y 13.ª de la Constitución.

Disposición final segunda. Habilitación para el desarro-
llo reglamentario.

Sin perjuicio de las habilitaciones específicas a otros 
órganos previstas en esta Ley, se habilita al Gobierno 
para desarrollar reglamentariamente lo dispuesto en 
ella.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y se apli-
cará en primer lugar a la supervisión de las cuentas del 
ejercicio de 2005.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, 

que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 22 de abril de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 6562 LEY 6/2005, de 22 de abril, sobre saneamiento 
y liquidación de las entidades de crédito.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La globalización de la actividad económica y la inno-
vación tecnológica han creado la necesidad de coordinar 
la ordenación y la supervisión de los servicios financieros. 
La Unión Europea se ve afectada especialmente por estos 
factores, y ha ido adoptando una serie de medidas de 
armonización y coordinación en este ámbito. El principio 
de libertad de establecimiento (artículo 43 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea —TCE—) dentro 
del mercado único ha propiciado que las entidades de 
crédito comunitarias se hayan ido expandiendo al resto 
de los Estados miembros, ejerciendo competencia fuera 
de las fronteras de su Estado miembro de origen.

En el ámbito comunitario es imprescindible contar 
con disposiciones que den solución a los problemas que 
aparecen por la frecuente existencia de elementos extran-
jeros en las crisis empresariales. El buen funcionamiento 
del mercado interior exige que los procedimientos con-
cursales transfronterizos se desarrollen de forma eficaz y 
efectiva, mediante la adecuada coordinación de medidas. 

Con este objetivo, en el año 2000 se aprobó el Regla-
mento (CE) núm. 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo 
de 2000, sobre procedimientos de insolvencia, que, no 
obstante, y debido a su particularidad, excluye de su 
ámbito a las entidades de crédito.

La realización de un mercado único bancario europeo 
ha contado con un instrumento clásico de armonización 
como son las directivas (artículo 249 TCE). Del seno de la 
Unión Europea han surgido numerosas directivas que 
han tratado diversas cuestiones relativas al «ciclo bioló-
gico» de las entidades de crédito. Sin embargo, todavía 
no se había logrado, debido a la difícil labor de armoniza-
ción en esta materia, completar el último eslabón de la 
cadena, es decir, la regulación de los procedimientos de 
resolución de situaciones de crisis en las que se vieran 
involucradas las entidades de crédito, que pueden llevar a 
su extinción y consiguiente liquidación.

La Directiva 2001/24/CE del Parlamento y el Consejo, 
de 4 de abril de 2001, relativa al saneamiento y liquida-
ción de las entidades de crédito, viene a paliar esta situa-
ción, regulando el régimen y tratamiento de la adopción 
de las medidas de saneamiento y los procedimientos de 
liquidación que afecten a las entidades de crédito comuni-
tarias que realicen una actividad transfronteriza. Esta 
Directiva, sobre la base del principio de unidad y univer-
salidad, trata de dar solución y facilitar la adopción de 
medidas y la incoación de procedimientos dentro de la 
Unión Europea. Y para ello, parte de principios básicos 
como son el de reconocimiento mutuo de las decisiones y 
el de coordinación entre las diferentes autoridades que 
intervienen en dichos procesos.

La presente Ley incorpora a nuestro ordenamiento 
jurídico las disposiciones de la Directiva, incluyendo una 
serie de especialidades que afectan al tratamiento de las 
crisis de las entidades de crédito. Estas especialidades 
vienen referidas al concurso de acreedores en los térmi-
nos en los que se contempla en la Ley 22/2003, de 9 de 
julio, Concursal, puesto que se define como medida de 
saneamiento el concurso de acreedores que no finalice en 
liquidación, y como procedimiento de liquidación, la 
apertura de la fase de liquidación en el propio concurso. 
Como puede comprobarse, las medidas de saneamiento 
a las que se refiere esta Ley no incluyen aquellas actuacio-
nes que, bajo idéntica denominación, pueden adoptar los 
fondos de garantía de depósitos en entidades de crédito 
conforme a  lo establecido en el Real Decreto 2606/1996, 
de 20 de diciembre.

Siguiendo el esquema de la Directiva, la Ley se basa 
en los principios de competencia y ley aplicable del 
Estado miembro donde la entidad de crédito ha sido auto-
rizada, salvo determinadas excepciones que se justifican 
por la singularidad de determinados supuestos.

Las autoridades españolas y la ley española será la 
aplicable en los concursos de entidades de crédito autori-
zadas en España que tengan sucursales en otros Estados 
miembros de la Unión Europea, y cuyos efectos deberán 
reconocerse de modo automático en dichos Estados. 
Estos principios de competencia y ley aplicable son cohe-
rentes con la Directiva 2000/12/CE del Parlamento y del 
Consejo, de 20 de marzo de 2000, relativa al acceso a la 
actividad de las entidades de crédito y a su ejercicio, que 
concibe a la entidad de crédito y sus sucursales bajo una 
perspectiva unitaria, sometida a la supervisión de las 
autoridades competentes del Estado en que se haya expe-
dido la autorización, que es válida para el conjunto de la 
Unión Europea.

El reconocimiento mutuo supone, asimismo, la incor-
poración de medidas de coordinación entre las autorida-
des competentes. Para lograr dicha coordinación, se esta-
blecen obligaciones de comunicación entre las autoridades 
competentes, utilizando al supervisor (en el supuesto de 
España, el Banco de España) como agente en dicha trans-
misión y obligaciones de información a los acreedores, 
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con independencia del Estado en el que se encuentren. 
Esta última obligación supone una garantía para lograr la 
igualdad de trato de todos los acreedores.

La Ley también desarrolla ciertas disposiciones relati-
vas a las entidades de crédito no autorizadas en un Estado 
miembro de la Unión Europea, que posea sucursales en 
España y, como mínimo, en otro Estado miembro, a los 
efectos de coordinar la adopción de medidas y la 
incoación de procedimientos entre las autoridades com-
petentes de los respectivos Estados.

En sentido contrario, se reconoce en la Ley la eficacia 
sobre sucursales en España de entidades de crédito auto-
rizadas en otro Estado miembro, de las medidas de 
saneamiento que se adopten y los procedimientos de 
liquidación que se incoen en su Estado de origen.

Desde el punto de vista sustantivo y también derivado 
de la transposición de la citada Directiva 2001/24/CE, se 
incorporan una serie de modificaciones a la Ley de 
Ordenación Bancaria, de 31 de diciembre de 1946, y a la 
Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina e intervención de 
las entidades de crédito, en lo referente, respectivamente, 
al régimen de revocación de la autorización y de disolu-
ción y liquidación de las entidades de crédito.

En lo referente al ámbito territorial de aplicación de 
las disposiciones de la Directiva 2001/24/CE, esta se 
extiende a todo el Espacio Económico Europeo, con-
forme a la Decisión del Comité Mixto del Espacio Eco-
nómico Europeo, de 6 de diciembre de 2002, por el que 
se modifica el anexo IX del Acuerdo del Espacio Econó-
mico Europeo. Esta circunstancia se ha reconocido en 
la Ley.

En definitiva, se trata de una Ley de ámbito limi-
tado dirigida a las entidades de crédito, que contiene 
fundamentalmente reglas de derecho internacional 
privado, en lo referente a la ley aplicable y la compe-
tencia, así como otros aspectos sustantivos derivados 
de la delimitación de la masa activa, la compensación 
de créditos y las obligaciones de comunicación e infor-
mación.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

El objeto de esta Ley es incorporar al ordenamiento 
jurídico español las disposiciones de la Directi va 2001/24/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de abril de 2001, 
relativa al saneamiento y liquidación de las entidades de 
crédito, regulando los efectos y especialidades de las 
medidas de saneamiento y los procedimientos de liquida-
ción que afecten a las entidades de crédito y sucursales a 
que se refiere el artículo 2.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Esta ley será aplicable a:
a) Las entidades de crédito autorizadas en España 

que tengan al menos una sucursal o presten servicios 
sin establecimiento permanente en otro Estado miem-
bro, entendiendo por tales aquellas contempladas en
las letras b) a f) del artículo 1.2 del Real Decreto Legislati-
vo 1298/1986, de 28 de junio, sobre adaptación del Dere-
cho vigente en materia de entidades de crédito al de las 
Comunidades Europeas.

b) Las entidades de crédito autorizadas en otro 
Estado miembro que tengan al menos una sucursal o 
presten servicios sin establecimiento permanente en 
España en los términos previstos en los artículos 9 y 11 
del Real Decreto 1245/1995, de 14 de julio, sobre creación 

de bancos, actividad transfronteriza y otras cuestiones 
relativas al régimen jurídico de las entidades de crédito.

c) Las sucursales en España de entidades de crédito 
extranjeras no autorizadas en un Estado miembro de la 
Unión Europea, cuando tales entidades de crédito tengan 
al menos una sucursal en otro Estado miembro.

Artículo 3. Definición de los conceptos empleados.

1. A los efectos previstos en esta Ley, se entiende por 
medidas de saneamiento aquellas medidas, adoptadas 
por las autoridades administrativas o judiciales de un 
Estado miembro de la Unión Europea, encaminadas a 
preservar o restablecer la situación financiera de una enti-
dad de crédito que puedan afectar a los derechos preexis-
tentes de terceras partes, ajenas a la propia entidad, 
incluidas, entre otras, aquellas que supongan la posibili-
dad de suspender pagos, suspender medidas de ejecu-
ción o reducir créditos. No tendrán la consideración de 
terceras partes las personas que intervengan en el funcio-
namiento interno de la entidad, los administradores y los 
accionistas.

2. A los efectos previstos en esta Ley, se entiende 
por procedimientos de liquidación, aquellos procedimien-
tos colectivos incoados y controlados por las autoridades 
administrativas o judiciales de un Estado miembro de la 
Unión Europea, con el fin de liquidar activos y pasivos 
bajo la supervisión de estas autoridades, incluso cuando 
los procedimientos concluyan mediante un convenio u 
otra medida análoga.

3. A los efectos previstos en esta Ley, se entiende 
por autoridades administrativas o judiciales las faculta-
das en virtud de las leyes para acordar la adopción de las 
medidas de saneamiento o los procedimientos de liquida-
ción. En España, se entiende por tales las autoridades 
judiciales españolas a las que las leyes atribuyen la com-
petencia para adoptar las medidas e incoar los procedi-
mientos contemplados en el Capítulo II.

4. A los efectos previstos en esta Ley, se entiende 
por autoridades supervisoras competentes de los Estados 
miembros de la Unión Europea las autoridades naciona-
les facultadas para  supervisar a las entidades de crédito. 
En España, la autoridad supervisora competente es el 
Banco de España.

5. A los efectos previstos en esta Ley, se entiende 
por Estado miembro de origen el Estado miembro de la 
Unión Europea en el cual una entidad de crédito ha sido 
autorizada. Por Estado miembro de acogida se entiende el 
Estado miembro de la Unión Europea en el cual una enti-
dad de crédito tiene una sucursal o actúa en régimen de 
libre prestación de servicios, en los términos legalmente 
previstos.

6. A los efectos previstos en esta Ley, se entiende 
por administrador toda persona u órgano nombrado por 
las autoridades administrativas o judiciales cuya función 
sea administrar medidas de saneamiento. Se entiende 
por liquidador toda persona u órgano nombrado por las 
autoridades administrativas o judiciales cuya función sea 
gestionar los procedimientos de liquidación.

Artículo 4. Secreto.

Toda persona o autoridad administrativa que deba 
recibir o facilitar información en el marco de los procedi-
mientos de información o de consulta establecidos en 
esta Ley, en particular, en sus artículos 6, 18 y disposición 
final primera, estará sujeta al secreto profesional en los 
términos establecidos en el artículo 6 del Real Decreto 
Legislativo 1298/1986, de 28 de junio, con excepción de 
las autoridades judiciales a las que serán de aplicación las 
disposiciones vigentes en esta materia.
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CAPÍTULO II

Medidas de saneamiento y procedimientos de liquidación 
sobre entidades de crédito autorizadas en España que 
tengan sucursales o presten servicios sin establecimiento 
permanente en otros Estados miembros de la Unión 

Europea

SECCIÓN 1.ª DEFINICIÓN, COMPETENCIA Y LEY APLICABLE

Artículo 5. Medidas de saneamiento y procedimientos 
de liquidación. 

1. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, tendrá
la consideración de medida de saneamiento en España la aper-
tura del concurso en los términos previstos en la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal, sin perjuicio de que, en el caso de 
que se acuerde la apertura de la fase de liquidación, se 
apliquen desde ese momento las normas correspondien-
tes a los procedimientos de liquidación, conforme a lo 
establecido en esta Ley.

2. A los efectos de esta Ley, tendrá la consideración 
de procedimiento de liquidación en España la apertura de 
la fase de liquidación del concurso de conformidad con lo 
establecido en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

Artículo 6. Competencia e información a las autoridades 
supervisoras competentes de los Estados miembros.

1. Las autoridades judiciales españolas serán las úni-
cas competentes para decidir la aplicación a una entidad 
de crédito autorizada en España, incluidas las sucursales 
en otros Estados miembros de la Unión Europea, de una 
medida de saneamiento o de un procedimiento de liqui-
dación.

2. Las autoridades judiciales españolas informarán, 
sin demora, a través del Banco de España, a las autorida-
des supervisoras competentes de los diferentes Estados 
miembros de acogida, sobre su decisión de adoptar una 
medida de saneamiento o incoar un procedimiento de 
liquidación y sus repercusiones. Si no fuera posible pro-
porcionar dicha información antes de su adopción, será 
facilitada inmediatamente después.

3. Si las autoridades judiciales españolas considera-
sen necesario que se tenga que aplicar sobre las sucursa-
les de entidades de crédito autorizadas en otro Estado 
miembro alguna medida de saneamiento, tendrán la obli-
gación de informar de ello, a través del Banco de España, 
a las autoridades supervisoras competentes del Estado 
miembro de origen.

Artículo 7. Ley aplicable. Regla general.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, 
la ley española determinará:

a) El régimen y aplicación de las medidas de sanea-
miento que afecten a las entidades de crédito autorizadas 
en España, incluidas las sucursales establecidas en otros 
Estados miembros.

b) El régimen y aplicación del procedimiento de 
liquidación que afecte a las entidades de crédito autoriza-
das en España, incluidas sus sucursales en otros Estados 
miembros, en particular:

1.º Los bienes y derechos que son objeto del procedi-
miento de liquidación y el tratamiento de los bienes 
adquiridos por la entidad de crédito después de incoado 
el procedimiento de liquidación.

2.º Las facultades respectivas de la entidad de cré-
dito y el liquidador.

3.º Las condiciones de oponibilidad de una compen-
sación.

4.º Los efectos del procedimiento de liquidación 
sobre los contratos vigentes en los que la entidad de cré-
dito sea parte.

5.º Los efectos del procedimiento de liquidación 
sobre los procedimientos judiciales particulares, salvo los 
procesos en curso.

6.º Los créditos que deban reconocerse en el pasivo 
de la entidad de crédito y el tratamiento de los créditos 
nacidos después de incoado el procedimiento de liquida-
ción.

7.º Las normas relativas a la presentación, examen y 
reconocimiento de los créditos.

8.º Las normas de reparto del producto de la realiza-
ción de los bienes, la prelación de los créditos y los dere-
chos de los acreedores que hayan sido parcialmente 
satisfechos después de la  incoación del procedimiento de 
liquidación en virtud de un derecho real o por el efecto de 
una compensación.

9.º Las condiciones y los efectos de la clausura del 
procedimiento de liquidación, en particular, mediante 
convenio.

10.º Los derechos de los acreedores una vez termi-
nado el procedimiento de liquidación.

11.º La determinación de los obligados al pago y de 
los gastos del procedimiento de liquidación.

12.º Las normas relativas al régimen de impugna-
ción de los actos perjudiciales para el conjunto de los 
acreedores.

Artículo 8. Ley aplicable. Reglas especiales.

1. En los supuestos que a continuación se relacio-
nan, la ley aplicable será la que corresponda, según se 
especifica en cada caso:

a) Los efectos de la adopción de medidas de sanea-
miento o de la incoación de procedimientos de liquida-
ción sobre los contratos de trabajo y las relaciones labo-
rales se regirán exclusivamente por la ley del Estado 
miembro aplicable a dichos contratos.

b) Los efectos sobre los contratos que tengan por 
objeto la atribución de un derecho de uso o de adquisi-
ción de un bien inmueble se regirán exclusivamente por 
la ley del Estado miembro donde este se halle. Esta ley 
será la que determine la naturaleza mueble o inmueble 
del bien.

c) Los efectos sobre los derechos de la entidad de 
crédito sobre bienes inmuebles, buques o aeronaves que 
estén sujetos a inscripción en un registro público se regi-
rán exclusivamente por la ley del Estado miembro bajo 
cuya autoridad se lleve el registro.

d) El ejercicio de los derechos de propiedad o de otros 
derechos sobre instrumentos financieros cuya existencia o 
transferencia suponga una inscripción en un registro, en 
una cuenta o en un sistema de depósito centralizado man-
tenidos o situados en un Estado miembro de la Unión 
Europea, se regirá por la legislación del Estado miembro 
en el que se establezca o se sitúe el registro, la cuenta o el 
sistema de depósito centralizado en el que estén inscritos 
dichos derechos. A estos efectos, se entiende por instru-
mentos financieros todos aquellos indicados en la sección C 
del anexo I de la Directiva 2004/39/CE del Parlamento y del 
Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los mercados de 
instrumentos financieros.

Sin perjuicio de lo anterior, las operaciones con pacto 
de recompra y las transacciones realizadas dentro de un 
mercado regulado o de un sistema organizado multilate-
ral de negociación se regirán exclusivamente por la ley 
aplicable al contrato que rija dichos pactos o transaccio-
nes. A estos efectos, se entenderán por mercados regula-
dos y por sistemas organizados de negociación los defini-
dos con arreglo a los puntos 14 y 15 del apartado 1 del 
artículo 4 de la Directiva 2004/39/CE, respectivamente.
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e) Los acuerdos de compensación contractual y de 
novación se regirán exclusivamente por la ley aplicable al 
contrato que rija dichos acuerdos.

f) Los efectos de una medida de saneamiento o de 
un procedimiento de liquidación sobre un procedimiento 
en curso relativo a un bien o un derecho del que se ha 
desposeído a la entidad de crédito se regirán exclusiva-
mente por la legislación del Estado miembro en el que 
esté en curso dicho procedimiento.

g) Las normas relativas al régimen de impugnación 
de los actos jurídicos perjudiciales para el conjunto de los 
acreedores serán las que establezca la legislación del 
Estado miembro de origen, salvo que el beneficiario por 
dicho acto pruebe que tal acto está sujeto a la ley de otro 
Estado miembro que no permite en ningún caso su 
impugnación.

h) La validez de los actos de disposición a título one-
roso de la entidad de crédito realizados con posterioridad 
a la adopción de una medida de saneamiento o a la 
incoación de un procedimiento de liquidación sobre bie-
nes inmuebles, buques o aeronaves sujetas a inscripción 
en un registro público, o instrumentos financieros, dere-
chos sobre tales instrumentos u otros títulos cuya existen-
cia y transferencia suponga una inscripción en un regis-
tro, en una cuenta o en un sistema de depósito centralizado 
mantenido o situado en un Estado miembro de la Unión 
Europea, se regirá por la legislación del Estado miembro 
de la Unión Europea en cuyo territorio se encuentre el 
inmueble o bajo cuya autoridad se lleven los referidos 
registros, cuentas o sistemas de depósitos.

2. En todo caso, la adopción de medidas de sanea-
miento o la incoación de procedimientos de liquidación 
no afectará:

a) A los derechos reales de los acreedores o de terce-
ros sobre bienes materiales o inmateriales, muebles o 
inmuebles, de cualquier clase pertenecientes a la entidad 
de crédito, comprendidos los conjuntos de activos inde-
terminados cuya composición pueda variar en el tiempo, 
y que en el momento de la adopción de las referidas 
medidas o incoación de procedimientos se encuentren en 
el territorio de otro Estado miembro. Los derechos ante-
riores comprenderán:

1.º Los derechos a poder ser pagados con el pro-
ducto de la enajenación o con los rendimientos de un 
bien, en particular en virtud de prenda o hipoteca.

2.º Los derechos exclusivos a cobrar un crédito, en 
particular los garantizados por una prenda de la que sea 
objeto el crédito o por la cesión de dicho crédito a título de 
garantía.

3.º  Los derechos a reivindicar el bien y reclamar su 
restitución a cualquiera que lo posea o utilice en contra de 
la voluntad de su titular.

4.º Los derechos reales a percibir los frutos de un 
bien.

Se asimilará a un derecho real el derecho, inscrito en 
un registro público y oponible frente a terceros, que per-
mita obtener un derecho real en los términos establecidos 
en esta letra a).

b) A los derechos del vendedor respecto de los bie-
nes vendidos a la entidad de crédito con reserva de domi-
nio, legalmente constituida, siempre que tales bienes se 
encuentren, en el momento de adoptar las medidas o 
incoar los procedimientos, dentro del territorio de otro 
Estado miembro. De ser la entidad de crédito la vende-
dora de un bien con reserva de dominio que ya haya sido 
entregado y que en el momento de la adopción de las 
referidas medidas o procedimientos se encuentre en el 
territorio de otro Estado miembro, esa adopción no cons-
tituye, por sí sola, causa de resolución ni de rescisión de 

la venta y no impedirá al comprador la adquisición de su 
propiedad.

c) Al derecho de un acreedor a reclamar la compen-
sación de su crédito con el de la entidad de crédito cuando 
la ley aplicable al crédito de esta última permita la com-
pensación.

Lo dispuesto en este apartado 2 se entiende sin perjui-
cio de las acciones de impugnación que, en su caso, pro-
cedan.

SECCIÓN 2.ª PUBLICIDAD DE LA ADOPCIÓN DE LAS MEDIDAS DE 
SANEAMIENTO Y DE INCOACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE LIQUIDACIÓN Y 
ACREDITACIÓN DEL NOMBRAMIENTO DE ADMINISTRADORES CONCURSALES

Artículo 9. Publicidad de la adopción de las medidas de 
saneamiento.

1. Las autoridades judiciales españolas deberán 
publicar un extracto de su decisión de adopción de las 
medidas de saneamiento en el «Diario Oficial de la Unión 
Europea» y en, al menos, dos diarios de difusión nacional 
en cada uno de los Estados miembros de acogida.

2. El contenido de la decisión objeto de publicación 
deberá mencionar, en la lengua o las lenguas oficiales de 
los Estados miembros de que se trate, el objeto y la base 
jurídica de la decisión adoptada. El contenido de la deci-
sión deberá mencionar los plazos concretos para la pre-
sentación de recurso y la dirección postal del órgano 
competente para conocer de aquel.

3. Las medidas de saneamiento producirán plenos 
efectos en los términos previstos en la legislación vigente 
aun cuando no se haya producido la publicación de las 
decisiones adoptadas  conforme a lo que establecen los 
apartados 1 y 2 de este artículo, salvo que la autoridad 
judicial hubiera dispuesto otra cosa.

Artículo 10. Publicidad de la apertura de los procedi-
mientos de liquidación.

Las autoridades judiciales españolas ordenarán que 
se publique el contenido esencial del auto de apertura de 
la fase de liquidación en el «Diario Oficial de la Unión 
Europea» y en, al menos, dos diarios de difusión nacional 
en cada uno de los Estados miembros de acogida.

Artículo 11. Publicidad registral en los Estados miem-
bros.

1. Las autoridades judiciales españolas podrán soli-
citar la publicidad registral de la adopción de una medida 
de saneamiento o la incoación de un procedimiento de 
liquidación en los demás Estados miembros de acogida, 
además de hacerlo en los registros españoles que corres-
ponda, según previene la Ley 22/2003, de 9 de julio, Con-
cursal. En cualquier caso, deberán requerirla cuando 
dicha publicidad sea preceptiva en el Estado de acogida.

2. Los gastos de inscripción se considerarán gastos y 
costas del procedimiento.

Artículo 12. Prueba del nombramiento de la administra-
ción concursal.

1. El nombramiento de la administración concursal 
quedará acreditado mediante copia autenticada del origi-
nal de la resolución por la que se le designe o mediante 
certificado expedido por el juez del concurso. Podrá exi-
girse la traducción de estas certificaciones a la lengua o 
lenguas oficiales del Estado miembro en cuyo territorio 
vaya a actuar la administración concursal.

2. La administración concursal, a fin de desarrollar 
las facultades que le encomienda la ley española, podrá 
designar a personas que le asistan o, en su caso, le repre-
senten en el transcurso de una medida de saneamiento o 
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del procedimiento de liquidación en los Estados de aco-
gida, para facilitar la solución de las dificultades que 
pudieran encontrar los acreedores de tales Estados. La 
administración concursal deberá respetar, en todo caso, 
la legislación de los Estados miembros en cuyo territorio 
quiera actuar, en concreto, lo referente a las modalidades 
de realización de los bienes y derechos, y todo lo relativo 
a la información de los trabajadores asalariados. Dichas 
facultades de la administración concursal no podrán 
incluir el uso de la fuerza ni la facultad de pronunciarse 
sobre un litigio o una controversia.

SECCIÓN 3.ª INFORMACIÓN Y DERECHOS DE LOS ACREEDORES

Artículo 13. Información a los acreedores de los Estados 
miembros.

1. Una vez adoptada la medida o incoado el procedi-
miento, la administración concursal informará sin demora 
a los acreedores conocidos que tengan su residencia 
habitual, domicilio o domicilio social en los demás Esta-
dos miembros, si así consta en los libros y documentos 
de la entidad de crédito o se conozca por cualquier otra 
razón.

2. La información comprenderá la identificación del 
procedimiento, la fecha del auto de declaración, las cir-
cunstancias personales del deudor, los efectos acordados 
sobre las facultades de administración y disposición 
sobre su patrimonio, el llamamiento a los acreedores 
para que comuniquen sus créditos a la administración 
concursal, incluso aquellos garantizados con derecho 
real, el plazo para dicha comunicación y la dirección pos-
tal del juzgado.

3. La información se realizará por escrito y mediante 
envío individualizado.

Artículo 14. Comunicación de los créditos.

1. Los acreedores que tengan su residencia habitual, 
domicilio o domicilio social en otro Estado miembro, 
incluidas las autoridades públicas, tendrán derecho a 
comunicar sus créditos o a presentar por escrito las obser-
vaciones relativas a estos a la administración concursal 
conforme a lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal.

2. Los títulos de crédito de los acreedores que ten-
gan su residencia habitual, domicilio o domicilio social en 
otro Estado miembro tendrán el mismo trato y la misma 
prelación que aquellos títulos con rango equivalente pre-
sentados por los acreedores con residencia habitual, 
domicilio o domicilio social en España.

Artículo 15. Lenguas para las comunicaciones.

1. La información prevista en los artículos 10 y 13 de 
esta Ley se dará en castellano y, en su caso, en la lengua 
oficial propia de la Comunidad Autónoma en la que tenga 
su sede el juez del concurso, pero en el encabezamiento 
de su texto figurarán también, en todas las lenguas oficia-
les de la Unión Europea, los términos «Convocatoria para 
la presentación de títulos de crédito. Plazos aplicables».

2. Los acreedores con residencia habitual, domicilio 
o domicilio social en un Estado miembro distinto de 
España podrán presentar el escrito de comunicación de 
sus créditos en la lengua o en una de las lenguas oficiales 
del Estado miembro de que se trate. En tal caso, el enca-
bezamiento del escrito, «Presentación de título de cré-
dito», deberá redactarse en castellano y, en su caso, en la 
lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma en la que 
tenga su sede el juez del concurso. Asimismo, la adminis-
tración concursal podrá exigirles posteriormente una tra-
ducción del escrito de comunicación de sus créditos al 
castellano y, en su caso, a la lengua oficial propia de la 

Comunidad Autónoma en la que tenga su sede el juez del 
concurso.

Artículo 16. Información periódica de la liquidación a los 
acreedores.

La administración concursal deberá informar a los 
acreedores en otros Estados miembros con regularidad y 
de forma adecuada, sobre la marcha de la correspon-
diente liquidación de la entidad de crédito.

Artículo 17. Revocación de la autorización.

La resolución judicial de apertura de la fase de liquida-
ción llevará consigo la revocación de la autorización de la 
entidad de crédito, de conformidad con lo dispuesto en 
esta Ley y en la Ley de Ordenación Bancaria, de 31 de 
diciembre de 1946.

CAPÍTULO III

Medidas de saneamiento y procedimientos de liquidación 
sobre sucursales de entidades de crédito no autorizadas 

en un Estado miembro de la Unión Europea

Artículo 18. Información sobre la adopción de medidas 
de saneamiento y procedimientos de liquidación.

1. Las autoridades judiciales españolas informarán, 
a través del Banco de España, sin demora y por todos los 
medios posibles a las autoridades supervisoras compe-
tentes de los diferentes Estados miembros de acogida, en 
relación con su decisión de adoptar una medida de sanea-
miento o incoar un procedimiento de liquidación y sus 
repercusiones, sobre las sucursales de entidades de cré-
dito extranjeras no autorizadas en un Estado miembro de 
la Unión Europea. Si no fuera posible proporcionar dicha 
información antes de su adopción, será facilitada inme-
diatamente después.

2. Las autoridades judiciales españolas deberán 
coordinar su actuación con las autoridades administrati-
vas o judiciales de los diferentes Estados de acogida. 
Igualmente los liquidadores, si los hubiera, se esforzarán 
por coordinar sus actuaciones.

CAPÍTULO IV

Efectos de las medidas de saneamiento y de los proce-
dimientos de liquidación adoptados en otros Estados 

miembros de la Unión Europea

Artículo 19. Efectos y publicidad en España de la adop-
ción de medidas de saneamiento y procedimientos de 
liquidación.

1. Cuando respecto a una entidad de crédito autori-
zada en un Estado miembro de la Unión Europea que 
tenga al menos una sucursal o preste servicios en España 
se haya adoptado una medida de saneamiento o incoado 
un procedimiento de liquidación, dicha medida o procedi-
miento surtirá, sin más formalidades, todos sus efectos 
en España tan pronto como lo haga en el Estado miembro 
en el que se haya adoptado la medida o incoado el proce-
dimiento.

2. El Banco de España, una vez haya recibido la 
correspondiente notificación de la autoridad supervisora 
competente, informará mediante la publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado», de la decisión de adopción de 
la medida de saneamiento o de la incoación del procedi-
miento de liquidación.

3. La adopción de una medida de saneamiento o la 
incoación  de un procedimiento de liquidación deberán 
inscribirse en la hoja abierta a la sucursal en el Registro 
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Mercantil, a petición del administrador, liquidador o de 
las autoridades administrativas o judiciales competentes 
del Estado miembro de origen.

Artículo 20. Acreditación del nombramiento de las per-
sonas y órganos de gestión y administración de las 
medidas de saneamiento y procedimientos de liquida-
ción.

1. Toda persona u órgano nombrado por las autori-
dades administrativas o judiciales de otros Estados 
miembros de la Unión Europea con competencia sobre 
medidas de saneamiento o procedimientos de liquidación 
cuya función sea administrar o gestionar dichas medidas 
o procedimientos podrán desarrollar en España su actua-
ción y ejercer las mismas funciones y poderes que en el 
Estado miembro de origen. A estos efectos, se acreditará 
la referida condición mediante la presentación de una 
copia legalizada de la decisión de nombramiento o de una 
certificación expedida por la autoridad administrativa o 
judicial correspondiente, a las que se acompañará su tra-
ducción al castellano y, potestativamente, a las lenguas 
oficiales propias de las Comunidades Autónomas en las 
que los acreedores tengan su residencia habitual, domici-
lio o domicilio social. Asimismo, podrán otorgar poderes 
de representación o solicitar personas que les asistan en 
España, cuando ello resulte necesario para el pleno des-
envolvimiento de la medida de saneamiento o del proce-
dimiento de liquidación, y, en particular, para resolver las 
dificultades que pudieran encontrar los acreedores resi-
dentes en España. 

2. Tales personas y órganos deberán respetar en el 
ejercicio de sus facultades, en todo caso, la legislación 
española, en concreto, todo lo referente a las modalida-
des de realización de los bienes y derechos, y lo relativo a 
la información de los trabajadores asalariados. Dichas 
facultades y poderes no podrán incluir el uso de la fuerza 
ni la facultad de pronunciarse sobre un litigio o una con-
troversia.

Artículo 21. Reglas especiales de aplicación de la ley 
española.

Sin perjuicio de que la ley aplicable a la adopción de 
las medidas de saneamiento o a la incoación de los proce-
dimientos de liquidación sobre una entidad de crédito 
autorizada en otro Estado miembro con sucursal o que 
preste libremente servicios en España sea la del Estado 
miembro de origen, la ley española será la que rija cuando 
corresponda según lo dispuesto en el artículo 8.

Disposición adicional primera. Reconocimiento de la 
adopción de medidas de saneamiento y procedimien-
tos de liquidación sobre sucursales en España de enti-
dades de crédito no autorizadas en un Estado miem-
bro de la Unión Europea.

El Banco de España informará cuando lo solicite el 
órgano jurisdiccional competente sobre las solicitudes de 
reconocimiento en España de resoluciones extranjeras 
que declaren la apertura de un procedimiento de insol-
vencia, conforme a lo establecido en el capítulo III del 
título IX de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, cuando 
aquellas se refieran a entidades de crédito no autorizadas 
en un Estado miembro de la Unión Europea. A estos efec-
tos, el Banco de España podrá consultar y recabar cuanta 
información sea necesaria de las autoridades superviso-
ras competentes del Estado del que emane la solicitud.

Disposición adicional segunda. Espacio Económico 
Europeo.

En virtud de lo establecido en la Decisión del Comité 
Mixto del EEE núm. 167/2002, de 6 de diciembre de 2002, 
por la que se modifica el anexo XI del Acuerdo del Espacio 
Económico Europeo, esta ley resultará de aplicación a 
aquellas entidades de crédito ubicadas en el Espacio Eco-
nómico Europeo.

Disposición transitoria. Efectos no retroactivos de la 
Ley.

Esta Ley sólo será aplicable a aquellas medidas de 
saneamiento y procedimientos de liquidación incoados 
con posterioridad a su entrada en vigor. Las medidas de 
saneamiento y los procedimientos de liquidación incoados 
con anterioridad a dicha fecha se regularán por las leyes 
aplicables en el momento de su adopción o apertura.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 26/1988, 
de 29 de julio, de disciplina e intervención de  las enti-
dades de crédito.

La Ley 26/1988, de 29 de julio, de disciplina e interven-
ción de  las entidades de crédito, se modifica en los siguien-
tes términos:

Uno. Se añade un nuevo artículo 37 bis con la 
siguiente redacción: 

«Artículo 37 bis.
En el supuesto de que una entidad de crédito 

decida su disolución y correspondiente liquidación 
voluntaria, deberá comunicarlo al Banco de España, 
el cual podrá fijar condiciones a dicha decisión en el 
plazo de tres meses desde la presentación de la 
correspondiente solicitud.»

Dos. Se suprime el apartado 3 del artículo 38.

Disposición final segunda. Modificación de la Ley de 
Ordenación Bancaria, de 31 de diciembre de 1946.

La Ley de Ordenación Bancaria, de 31 de diciembre 
de 1946, se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se añade una nueva letra h) al apartado 1 del 
artículo 57 bis con la siguiente redacción:

«h) En todo caso y con carácter preceptivo, 
cuando se hubiera dictado resolución judicial de 
apertura de la fase de liquidación en el concurso de 
acreedores.»

Dos. El apartado 2 del artículo 57 bis queda redac-
tado del siguiente modo:

«El Consejo de Ministros, a propuesta del Minis-
tro de Economía y Hacienda, será competente para 
acordar la revocación. No obstante, corresponderá 
la competencia a este último en los casos de renun-
cia, exclusión del Fondo de Garantía de Depósitos al 
que esté adscrita una entidad de crédito, cuando se 
dicte resolución judicial de apertura de la fase de 
liquidación en el concurso de acreedores y revoca-
ción de la autorización de una sucursal de una enti-
dad extranjera por haberle sido retirada la autoriza-
ción por su autoridad supervisora.

Lo establecido en el párrafo anterior se enten-
derá sin perjuicio de las competencias que pudieran 
tener de las Comunidades Autónomas.»

Tres. Se añade un segundo párrafo al apartado 4 del 
artículo 57 bis con la siguiente redacción:

«No obstante la revocación de la autorización, la 
administración concursal podrá continuar realizando 
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las actividades de la entidad de crédito que sean 
necesarias para su liquidación, en los términos pre-
viamente autorizados por el Banco de España.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 57 bis 
con la siguiente redacción:

«6. Cuando se hubiese acordado la revocación 
de la autorización de una entidad de crédito, el 
Banco de España informará de ello a las autoridades 
supervisoras competentes de los Estados miembros 
donde aquella tenga una sucursal o actúe en régi-
men de libre prestación de servicios, en los términos 
legalmente previstos.»

Disposición final tercera. Carácter de Ley especial.

1. Esta Ley será considerada como legislación espe-
cial, a los efectos previstos en la disposición adicional 
segunda de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

2. El apartado 2 de la disposición adicional segunda 
de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, queda redac-
tado en la forma siguiente:

«2. Se considera legislación especial, a los 
efectos de la aplicación del apartado 1, la regulada 
en las siguientes normas:

a) La Ley 2/1981, de 25 de marzo, de regulación 
del mercado hipotecario (artículo 14 y artículo 15, 
modificado por la Ley 19/1992, de 7 de julio, sobre 
régimen de las sociedades y fondos de inversión 
inmobiliaria y sobre fondos de titulización hipoteca-
ria), así como las normas reguladoras de otros valo-
res o instrumentos a los que legalmente se atribuya 
el mismo régimen de solvencia que el aplicable a las 
cédulas hipotecarias.

b) El Real Decreto Ley 3/1993, de 26 de febrero, 
sobre medidas urgentes en materias presupuesta-
rias, tributarias, financieras y de empleo (artículo 16).

c) La Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado 
de Valores (en lo que respecta al régimen aplicable a 
los sistemas de compensación y liquidación en ella 
regulados, y a las entidades participantes en dichos 
sistemas, en particular los artículos 44 bis, 44 ter, 58 
y 59).

d) La Ley 3/1994, de 14 de abril, de adaptación 
de la legislación española en materia de entidades 
de crédito a la Segunda Directiva de Coordinación 
Bancaria (disposición adicional quinta).

e) La Ley 13/1994, de 1 junio, de autonomía del 
Banco de España (por lo que respecta al régimen 
aplicable a las garantías constituidas a favor del 
Banco de España, del Banco Central Europeo o de 
otros bancos centrales nacionales de la Unión Euro-
pea, en el ejercicio de sus funciones).

f) La Ley 37/1998, de 16 de noviembre, de 
reforma de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mer-
cado de Valores (disposiciones adicionales décima y 
duodécima).

g) La Ley 1/1999, de 5 de enero, reguladora de 
las entidades de capital-riesgo y de sus sociedades 
gestoras (disposición adicional tercera).

h) La Ley 41/1999, de 12 de noviembre, sobre 
sistemas de pagos y de liquidación de valores.

i) El Texto Refundido de la Ley de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre 
(artículos 26 a 37, 39 y 59), y el Texto Refundido del 
Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de 
Seguros, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2004, 
de 29 de octubre.

j) La Ley 6/2005, de 22 de abril, sobre saneamiento 
y liquidación de las entidades de crédito. 

Disposición final cuarta. Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo de la competencia que 
corresponde al Estado conforme al artículo 149.1.6.ª y 8.ª 
de la Constitución. Las referencias al Banco de España se 
considerarán básicas conforme a lo establecido en el ar-
tículo 149.1.11.ª de la Constitución.

Disposición final quinta. Desarrollo normativo.

Se faculta al Gobierno para que dicte las disposicio-
nes necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

Disposición final sexta. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 22 de abril de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 6563 CORRECCIÓN de errores del Instrumento de 
Ratificación del Protocolo de Kyoto al Conve-
nio Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático, hecho en Kyoto el 11 de 
diciembre de 1997.

Advertido error en la publicación del Instrumento de 
Ratificación del Protocolo de Kyoto al Convenio Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, hecho en 
Kyoto el 11 de diciembre de 1997, publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» n.º 33, de 8 de febrero de 2005, a con-
tinuación se transcribe la oportuna rectificación:

Pág. 4140, columna dcha., anexo B, donde dice: 
«Parte/Portugal... (% del nivel del año o período de 
base)/2», debe decir: «Parte/Portugal... (% del nivel del año 
o período de base)/92».

Lo que se hace público para conocimiento general. 

MINISTERIO DE AGRICULTURA, 
PESCA Y ALIMENTACIÓN

 6564 REAL DECRETO 368/2005, de 8 de abril, por el 
que se regula el control oficial del rendimiento 
lechero para la evaluación genética en las 
especies bovina, ovina y caprina.

La normativa básica que ha regulado el control del ren-
dimiento lechero oficial del ganado en España se estable-
ció mediante el Real Decreto 1213/1997, de 18 de julio, por 
el que se regula el control de rendimientos lecheros para la 
evaluación genética de las hembras de las especies bovina, 
ovina y caprina de raza pura para reproducción.


